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			PRESENTACIÓN

			El presente Manual de Derecho constitucional tiene como finalidad la exposición y el análisis de aquellos contenidos principales que plantea nuestro sistema constitucional desde un enfoque multinivel y con pensamiento crítico. Todo ello, en un momento en que estamos asistiendo a la transformación radical del Estado constitucional contemporáneo, y que debe conducirnos a todo un replanteamiento de las actuales categorías dogmáticas. No se trata de una mera exégesis del ordenamiento constitucional español, sino de un estudio de la realidad constitucional que solo puede observarse ya desde una perspectiva europeísta, que exige el conocimiento de las normas constitucionales, pero que va más allá de las mismas. Se pretende, en suma, partir de los planteamientos teóricos que están en la base de las diversas categorías dogmáticas de nuestra disciplina, analizar tanto el debate doctrinal existente como las soluciones ofrecidas por nuestro ordenamiento jurídico y considerar para su adecuada comprensión la interpretación que de él han realizado los diferentes operadores jurídicos, y especialmente los Tribunales ordinarios, nuestro Tribunal Constitucional y los Tribunales supranacionales.

			El Curso se estructura en cinco grandes partes. La primera ofrece la posibilidad de plantear los grandes problemas y retos del Derecho constitucional, analizando el surgimiento, la consolidación y la transformación del Estado constitucional. Se trata de un bloque que exige, no solo un apoyo desde planteamientos históricos y de teoría política, sino también una atención a los modernos avances y desarrollos del Derecho constitucional de nuestros días (globalización, constitucionalismo multinivel, constitucionalización del Derecho europeo, sociedad digital, etc.), siempre desde un enfoque actual de la disciplina. La segunda parte analiza la problemática inherente a la teoría de la Constitución y a las fuentes del Derecho, con especial incidencia en el significado del Derecho de la Unión Europea y en la apertura del constitucionalismo español a las instancias internacionales. En la tercera se expone el sistema de derechos fundamentales que reconoce nuestra Norma Fundamental, especialmente ligado al bloque de garantías que lo acompaña. La cuarta parte estudia la posición de los órganos constitucionales del Estado (Corona, Cortes Generales, Gobierno y Administración, Poder Judicial y Tribunal Constitucional). Y finalmente, la parte quinta aborda la distribución territorial del poder político, es decir, los principios, la estructura y el funcionamiento del Estado autonómico.

			La obra pretende, por lo demás, no solo la exposición conceptual, teórica y abstracta de las diversas instituciones, sino también, de modo fundamental, transmitir el dinamismo de una disciplina constantemente presente en la realidad cotidiana de las personas. Por ello, no pierde de vista el análisis crítico de las importantes novedades legislativas producidas, los cambios de orientación jurisprudencial acaecidos y las que consideramos nuevas o más significativas aportaciones doctrinales realizadas.

			La enseñanza-aprendizaje del Derecho constitucional tiene connotaciones en el modelo docente que escapan de la mera transmisión de un conjunto de regulaciones inconexas de instituciones y derechos, fuentes y principios. Por el contrario, la formación en Derecho constitucional tiene una especial carga valorativa que impregna al profesorado y se transmite al alumnado, pues hay una posición que se refleja en cada uno de los contenidos de la disciplina. Por tales razones, no se trata de llevar a cabo una exposición aséptica de la materia, sino de mostrar nuestro compromiso con los valores y principios que subyacen a los textos escritos que conforman la asignatura y, privilegiadamente, la propia Constitución Española del 78. Una idea que tiene un ámbito prioritario de acción en determinadas partes del Manual, como puede ser el relativo a las transformaciones del Estado constitucional o el sistema de derechos fundamentales y el estudio detallado de cada uno de los preceptos y contenidos que, al fin y al cabo, constituyen desarrollos particulares de los valores superiores de nuestro ordenamiento: la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo. Ello teniendo especialmente en cuenta que la libertad humana y la consecución de una igualdad real y efectiva, en particular la que afecta a mujeres y hombres, continúa siendo una tarea inacabada del constitucionalismo contemporáneo.

			Conscientes, por lo demás, de los cambios que el Espacio Europeo de Educación Superior demanda desde que surgieron las Declaraciones de La Sorbona (1988) y Bolonia (1999), nuestro propósito ha sido, ya no solo asumir, sino además contribuir directamente con esta obra a la aplicación de determinados cambios a los modos tradicionales de desarrollar nuestra función docente; o mejor, profundizar y ofrecer instrumentos didácticos que, en realidad, en muchas ocasiones ya venían aplicándose, pues a nuestro juicio no hay —o no debería haber habido— un cambio didáctico sustancial antes o después de Bolonia. Con este Manual queda claro nuestro compromiso con la idea de que el profesorado universitario necesita romper con la premisa de que su función empieza y termina en impartir un temario, en simplemente transmitir conocimientos, pues ahora se nos pide —o siempre se nos tendría que haber pedido— que fuéramos profesionales que ayudamos, que damos formación y educación; enseñanza-aprendizaje y no solo lo primero, fomentando el sentido mutuo —alumnado-profesorado— del compromiso y la responsabilidad. Para ello se requiere reforzarle en su individualidad, implantar nuevas estrategias para la enseñanza-aprendizaje y generar estructuras efectivas que sirvan de orientación y soporte. Consideración que se acrecienta, tratándose de una asignatura, como es el Derecho constitucional, que debe ser considerada como el Derecho común de todo nuestro ordenamiento jurídico y la máxima expresión del principio democrático, lo cual exige, necesariamente, la explicación teórica de toda una serie de categorías dogmáticas que futuros juristas tendrán necesariamente que aplicar a otras disciplinas.

			A la luz de lo expuesto, resulta evidente que el estudio del libro no es suficiente para un conocimiento global, práctico y dinámico del Derecho constitucional. Por ello, aquel se acompaña de un material online que el alumnado ha de manejar de forma continua y complementaria al texto del libro, y donde podrá encontrar, siempre con la guía y tutoría del profesorado, todas aquellas enseñanzas complementarias (habilidades, destrezas, etc.) que exige el proceso de aprendizaje continuo que está en la base de las directrices de Bolonia.

			De este modo, el material online —actualizado con nuevos contenidos respecto a anteriores ediciones del Manual— viene estructurado a partir de una serie de cuatro bloques básicos donde pueden encontrarse las herramientas precisas complementarias para un aprendizaje y comprensión práctica y adecuada de la asignatura.

			Así, en primer lugar, una bibliografía básica, con las principales obras de carácter general de la disciplina.

			En segundo lugar, adecuándonos al actual uso de las nuevas tecnologías y a los recursos que ofrece Internet, hemos optado por no incluir de forma directa la legislación, jurisprudencia y documentación que consideramos clave para el estudio de la disciplina, sino por ofrecer un elenco de recursos y direcciones web que contienen las principales bases de datos en la materia y que son fácilmente accesibles. Y es que la finalidad es doble: de una parte, el alumnado aprende a utilizar dichas bases de datos, familiarizándose con las páginas web imprescindibles para una adecuada comprensión del Derecho constitucional; y por otra, localizamos el material que la disciplina nos va exigiendo con la explicación de la asignatura y según las prioridades, directrices y enfoques particulares que va adoptando el profesorado.

			El tercero de los contenidos se refiere a las prácticas y actividades que vienen a reforzar el aprendizaje del Derecho constitucional a través de un proceso de evaluación y trabajo práctico y dinámico de carácter continuo. Todos estos materiales a que se alude son, en realidad, una aportación muy significativa al objetivo global que la presente obra pretende: aportar las herramientas que contribuyan a equilibrar las diversas metodologías docentes que pueden estar, y resulta conveniente que estén, presentes en el aprendizaje de la disciplina según el espíritu de Bolonia. A saber, la lección expositivo-magistral, el aprendizaje basado en problemas, el estudio de casos y el aprendizaje cooperativo.

			Finalmente, a fin de ayudar a la estructuración de la asignatura y facilitar al alumnado el proceso de aprendizaje, se incluyen una serie de esquemas básicos de los diversos bloques que componen el libro. Cada uno de estos esquemas, a su vez, con la siguiente estructura básica: sinopsis del tema que es objeto de esquema, los objetivos o resultado de aprendizaje del tema en cuestión, el esquema propiamente dicho y una bibliografía específica de la materia.

			Sin explicitar ahora mayores pretensiones, nos conformamos, pues, con hacer nuestro, para la aplicación a la enseñanza-aprendizaje del Derecho constitucional, el particular modo de ver el valor de la docencia que magistralmente expresó Harold E. Edgerton (profesor de Ingeniería Electrónica en el Massachusetts Institute of Technology): «El secreto de la educación es enseñar a la gente de tal manera que no se dé cuenta de que está aprendiendo hasta que es demasiado tarde».

			ROSARIO TUR AUSINA

			Julio de 2023

		

	
		
			
			NOTA A LA NOVENA EDICIÓN

			En marzo de este año fallecía Enrique Álvarez Conde; pero deja toda una trayectoria académica y todo un legado intelectual que ha permitido la formación de muchas generaciones de profesionales y estudiosos del derecho y de la política.

			Desde el carácter abierto, brillante, lúcido, vehemente, persistente, crítico, dinámico y en cierta medida provocador con el que alimentó su obra, nunca dejó de estar atento a la realidad constitucional. Quizá por ello, porque nunca fue un profesor neutro ni que dejara indiferente a nadie, tampoco pudo dejar de pensar que la Constitución debía ser, aunque esto generara dificultades a la sociedad, democráticamente militante. Y así decía el profesor Álvarez Conde en su estudio sobre «El Derecho Constitucional y la crisis», publicado en la Revista de Derecho Político, que: «El Derecho, y aún más el Derecho constitucional si se quiere, es algo beligerante, combativo, que responde a un determinado planteamiento ideológico, tal y como sucede con los auténticos sistemas democráticos». Porque, en efecto, el constitucionalismo ha demostrado, desde la vieja polémica entre Kant y Constant, que la verdad o la mentira no existen, y sí la creación con esfuerzo de unas condiciones objetivas que, colocando cada cosa en su sitio, sirvan como presupuesto para generar un ideal aceptable de justicia, de libertad y de igualdad.

			Si, en palabras de Norberto Bobbio, clásico es lo que está de permanente actualidad, puede decirse que primero la obra del Profesor Álvarez Conde El Régimen Político Español, publicada por primera vez en 1983, y luego su Curso de Derecho Constitucional, que constaba de dos tomos y cuya primera edición es de 1992, son entonces «un clásico». Desde su publicación en la editorial Tecnos, han sido obras de referencia en la doctrina de nuestro Derecho Constitucional. El Manual se transformaría con posterioridad, hace ahora casi una década, en el presente que ahora recibe el título de Derecho Constitucional, y que el profesor Álvarez Conde convirtió con su amplio y crítico magisterio, y para quien escribe ahora estas líneas, en una inestimable oportunidad para el aprendizaje continuo e intenso de la disciplina.

			Su empeño por hacer de este Manual, de la Constitución y del Derecho Constitucional un producto «vivo», siempre atento a las transformaciones y a los cambios, siempre cambiante pero siempre leal a sus principios y valores, es un motivo más para continuar haciendo presente esta obra.

			ROSARIO TUR AUSINA

			Julio de 2019

		

	
		
			PARTE I

			SURGIMIENTO, CONSOLIDACIÓN Y TRANSFORMACIÓN DEL ESTADO CONSTITUCIONAL

		

	
		
			
			I. INTRODUCCIÓN

			A la hora de definir el concepto de Estado se suele acudir a determinados criterios, como son la idea de una comunidad organizada en un territorio, la existencia de un orden jurídico y de un poder autónomo, el monopolio legítimo de la vis fisica… Sin embargo, no todos los estudiosos del Estado manifiestan estar de acuerdo con estos criterios o con cualesquiera otros similares, pues consideran que el Estado es toda unidad política superior organizada, produciéndose una identificación con lo político.

			La mayor parte de los juristas e historiadores niegan el concepto abstracto y atemporal del Estado, pues lo configuran como una de las formas políticas que históricamente ha presentado la convivencia humana, como una forma histórica del poder político, en suma. En efecto, el Estado tiene una situación en el espacio y en el tiempo. Su marco es occidental, europeo, nace a fines de la Edad Media, se afianza en el Renacimiento y adquiere su plena forma en el siglo XIX. Precisando más, diremos que la praxis de estos primeros Estados está íntimamente ligada con la aparición de las primeras monarquías absolutas en Inglaterra (Enrique VII Tudor), Francia (Luis XI) y España (Reyes Católicos), que consiguen la unificación de sus respectivos territorios, mientras que en el plano teórico podemos personificar su nacimiento en las figuras de Maquiavelo y Bodino. No obstante, existen posiciones teóricas que identifican la noción de Estado con el Estado liberal, negando dicha condición a las formas políticas existentes con anterioridad.

			II. EL ORDEN POLÍTICO MEDIEVAL

			La importancia política del Bajo Medievo consistió en saber liberar el poder temporal de las ataduras religiosas al mismo tiempo que se produjo un extraordinario florecimiento de las asambleas representativas populares. A partir de este momento, los reyes necesitaban recabar la ayuda de sus súbditos para financiarlas procurando obtener el consentimiento de sus gobernados, especialmente de la incipiente burguesía enriquecida. Por primera vez estamos ante una «revolución» política: el poder es autógeno, originado por sí mismo, desde la comunidad, desde abajo hasta el Rey, y no de arriba hacia abajo, como el Papado había defendido.

			Aunque el Estado moderno no se considera formado hasta el siglo XVI, muchos de sus elementos esenciales están ya delimitados a comienzos del siglo XIV. En efecto, se establecieron instituciones permanentes para los asuntos financieros y jurídicos; surgieron grupos de administradores profesionales; y se creó un organismo central de coordinación, la cancillería, con un equipo de funcionarios altamente capacitados. Los elementos del Estado moderno que no se habían creado antes de comenzar el siglo XIV ya no lo harán hasta el XVI o el XVII. Los ejércitos regulares y la diplomacia serán desconocidos en el mundo medieval.

			El final de la Edad Media parece marcar el momento culminante que enfrentará a las dos fuerzas principales: el Príncipe y los órganos representativos urbanos —burguesía—. Pero la disputa no se iniciará en el terreno laico, sino que su lugar será la Iglesia. El Papa, perdida su posibilidad de hacerse con el poder temporal sobre la cristiandad, aspira ahora al menos a no dejarse arrebatar su supremacía en el terreno de lo espiritual. Su poder absoluto en materia de fe le enfrenta a los «conciliaristas», que luchan por implantar en la Iglesia una cierta democracia: la Iglesia reunida en concilio sobrepasa en autoridad al Papa. Ya sabemos del triunfo de aquellos en la controversia desencadenada (Concilios de Pisa y Constanza), pero lo importante es destacar que de dicho triunfo se deriva el apoyo que encontrarán los Príncipes del Renacimiento para implantar en sus reinos una política monárquica absolutista de origen divino, amparándose precisamente en el éxito alcanzado por el Papa en el campo eclesiástico. Lo mismo que había sucedido en el mundo del pensamiento, tiende ahora a repetirse en el político. Si la escolástica, llegado el momento, no supo progresar en busca de una alianza con lo experimental, las fuerzas democráticas nacientes, impresas en teorizadores como Marsilio y Bartolo o en manifestaciones prácticas como la pugna Papa-Concilio, quedaron encerradas en el baúl de los recuerdos durante más de doscientos años. Pero la creatividad de la Edad Media está fuera de toda duda. No es a la escolástica a quien hay que criticar, sino a los que no supieron coordinar y unir las dos grandes filosofías de los siglos XIII y XIV: la escolástica de Santo Tomás, y el nominalismo de Roger Bacon, y Ockam con su empirismo inductivo. El fracaso en lograr esta síntesis conduce a Europa hacia un largo camino de más de tres siglos —XV, XVI y XVII— en que el progreso viene determinado por motivos económicos y comerciales más que por los científicos y políticos.

			Así pues, podemos concluir que el orden político medieval se caracteriza por ser un sistema poliárquico, donde conviven una multiplicidad de centros de poder (Papado, Emperador, Rey, estamentos…), sin que, por otra parte, se olvide la idea de una comunidad política universal, una Comunitas christiani o Universitas gentium. Y ante la falta de consolidación de un auténtico Derecho público, se produce un proceso de privatización, que cristaliza en las relaciones de vasallaje, basado en la idea de pactum.

			Este sistema de poliarquía medieval va a ser objeto de un proceso de descomposición, en el cual concurren una multiplicidad de factores. En primer lugar, habría que hablar de un proceso de desacralización del mundo, que tiene sus manifestaciones más importantes en la guerra de las investiduras y que concluye con el principio de autonomización de la política formulado por Maquiavelo. En segundo lugar, habría que referirse al paulatino aumento de poder de los reyes, los cuales irán dominando una serie de territorios con caracteres comunes donde surgirá el Estado como organización política. Y finalmente, habría que destacar que este proceso de descomposición del sistema de poliarquía medieval va a encontrar determinados frenos en los poderes feudales, cuya intensidad varía de un país a otro.

			Finalmente, a la formación del Estado moderno contribuirá poderosamente la recepción del Derecho romano, cuyas categorías dogmáticas, las del derecho privado (como son la idea de contrato, de pacto, de mandato o el propio concepto de pater familias), serán utilizadas en el ámbito de lo público durante los siglos siguientes.

			III. LA APARICIÓN DEL ESTADO MONÁRQUICO

			A) PLANTEAMIENTO GENERAL

			Los teóricos del Estado moderno contemplan la existencia de una serie de supuestos que facilitan su aparición:

			a) Los supuestos económicos, caracterizados por el tránsito de unas economías cerradas, autárquicas, hacia unas economías abiertas basadas en el comercio.

			b) Los supuestos sociales, caracterizados por una alteración sustancial del sistema de estratificación social medieval, con la aparición de una clase social emergente, la burguesía, que establecerá un pacto de alianza con los monarcas, coadyuvando así a liquidar el sistema feudal.

			c) Los supuestos técnicos, entre los cuales hay que mencionar los nuevos descubrimientos de la época, tales como la imprenta, la pólvora, la brújula, etc.

			d) Los supuestos credenciales, que implican una nueva concepción del ser humano como centro del Universo, así como una nueva idea de la libertad contrapuesta al dogmatismo religioso medieval, que cristalizará en las tesis luteranas sobre la libre interpretación de las Sagradas Escrituras. Finalmente, surgirá una nueva concepción del trabajo, contraria al ora et labora medieval, cuya finalidad es la producción y no la penitencia.

			Junto a estos supuestos que hacen posible el surgimiento del Estado moderno, el propio Heller nos habla de la existencia de una serie de factores internos que favorecen su aparición:

			1) El surgimiento de los ejércitos permanentes. Frente al sistema de las mesnadas, fundado en la lealtad personal, en la relación de vasallaje, surge la idea de un ejército basado en los conocimientos técnicos, al cual hay que financiar (la soldada).

			2) La creación de una administración financiera, cuya primera razón de ser será la de pagar ese ejército profesional y permanente.

			3) La existencia de una burocracia, puesta al servicio de esa administración financiera. Es decir, como ha señalado el propio Weber, se imponen las ideas de división del trabajo, jerarquía, racionalización, etc.

			4) La necesidad de un único orden jurídico, que proporcione certeza y seguridad al nuevo poder político y, a su vez, favorezca las incipientes relaciones comerciales. En este proceso de unificación jurídica la recepción del Derecho romano a través de los glosadores será determinante. A partir de ahora la construcción del nuevo Derecho público se sustentará en bases iusprivatistas, que permanecerán presentes, con algunas excepciones, hasta los procesos revolucionarios del siglo XVIII.

			Resulta difícil elaborar una teoría política general del absolutismo que encuadre a todos los países de Europa, aunque algunos caracteres son comunes. Se parte de la premisa de que en el Estado absoluto las relaciones de producción continuaron siendo feudales. Ahora bien, pese a la variada gama de posiciones existentes, es posible deducir un rasgo característico común: la existencia de unas monarquías absolutas en Occidente a partir del siglo XVI, que se apoyan políticamente en las clases aristocráticas salidas del Medievo, pero que cada vez se encuentran más limitadas en el aspecto económico por el surgimiento de unas nuevas clases burguesas mercantiles, y por un modelo burocrático que el Estado absoluto se ve en la obligación de crear para poder desarrollar su ideal de monarquía. Es la gran paradoja que ya subrayó Engels: «El orden estatal siguió siendo feudal mientras la sociedad se hacía cada vez más burguesa».

			Este ascenso burgués está íntimamente ligado al avance tecnológico que se produce en Europa a partir del siglo XV, con descubrimientos que tienen una incidencia directa en el desarrollo comercial y capitalista que se avecina en el mundo moderno.

			La resultante fundamental de esta pugna entre la nobleza feudal y la naciente burguesía comercial, que dan forma al Estado y a la sociedad de las monarquías absolutas, propician la recepción del Derecho romano, que empieza su caminar por Europa a partir del siglo XIII. El Derecho romano, y su desarrollo en el mundo antiguo, había impulsado el concepto de propiedad privada, la práctica mercantil de las ciudades, la presentación de pruebas racionales ante tribunales especializados, etc., exigencias que los tribunales consuetudinarios típicos del Medievo, con la excepción de los países del common law, se veían incapaces de resolver, ya que sus principios de actuación se adaptaban mejor a una economía natural como la existente en aquellos momentos. La burguesía comercial de las ciudades, en cambio, encontraba en él la solución a parte de sus problemas. Sin embargo, existía un contrapeso político, que no beneficiaba para nada a la burguesía, pero tampoco a la aristocracia. Nos referimos al apoyo que significó para los monarcas absolutistas la recepción del Derecho romano al propiciar el incremento de los poderes centrales, tanto los del monarca como los de la corte administrativa y jurídica que lo rodeaba.

			No obstante, la monarquía absoluta quedaba limitada por la ley divina y la ley natural, así como también por las leyes fundamentales del reino y las mismas costumbres. En el fondo, se trataba de una herencia feudal. El rey era absoluto en su poder, en el sentido de que no se somete a control ni comparte la soberanía con nadie. Puede declarar la guerra, administrar justicia, legislar, acuñar moneda… En este sentido es «absoluto». Pero no puede ir contra la ley de Dios, la costumbre del pueblo o la ley natural, ya que al transgredirlas se convierte en tirano, y entonces el pueblo puede pretender la deposición del monarca (teoría del tiranicidio), planteamiento este al que se acogieron los procesos revolucionarios inglés y francés. Y ello porque existían una serie de leyes fundamentales del reino que no podían ser modificadas por el monarca.

			Pero aún hay algo más dentro de estas limitaciones: el rey no podía atentar contra la propiedad privada ni imponer cargas fiscales abusivas. Al fin y al cabo, estamos en un período de la Historia en que tiene lugar una profunda transformación del concepto de propiedad como consecuencia de la presión burguesa: ahora se va a caracterizar por la libre disposición individual sobre los bienes con un carácter excluyente, favoreciendo así el desarrollo del primitivo capitalismo.

			Por último, como límite a las aspiraciones del poder absoluto de los monarcas, cabe mencionar, con resultado distinto, las representaciones corporativas del reino —Parlamento en Inglaterra, Estados Generales en Francia y Cortes en España—. Pero solo en Inglaterra adquirirán una verdadera relevancia. En Francia y en España, a partir de comienzos del siglo XV En el primer caso, y a mediados del XVI en el segundo, podemos afirmar que habían perdido buena parte del poder de participación real en los asuntos de Estado.

			B) CIENCIA POLÍTICA Y RAZÓN DE ESTADO: MAQUIAVELO Y HOBBES

			La importancia concedida por la investigación histórico-política a Maquiavelo (1469-1527) se debe a dos razones: es el primer científico de la política, y también es el creador de todo un programa destinado a conseguir el surgimiento del Estado italiano. Es el primer teorizador de la nueva ciencia política. A partir del florentino esta se transforma en ciencia autónoma, independizándose de la religión, de la moral y de la filosofía.

			La nueva ciencia política creada por Maquiavelo se construye sobre dos pilares que le llevan hasta la contradicción. Por una parte, la Historia es la clave de la política. Por otra, la similitud entre las leyes físicas naturales y las políticas no son exactas. Podemos predecir un acontecimiento físico con absoluta certeza, pero no podemos predecir el futuro de los actos humanos. Se presenta así, pues, ante Maquiavelo una antinomia profunda: debemos aprender de la Historia, pero los hechos no se repiten. El futuro no puede programarse racionalmente. ¿Cómo solventar el dilema? Maquiavelo lo hace introduciendo un elemento mítico: la fortuna, con lo que su pretendida racionalización de la ciencia política no dejaba de ser una simple declaración de intenciones. Pero solventaba el dilema afirmando que el hombre puede con su «virtud» enfrentarse a los desvíos que pueda ocasionarle esta fortuna; el hombre tiene «virtudes» racionales que le permiten hacer frente a la adversidad y cambios de fortuna que actúan en la naturaleza. Sobre todo, lo puede hacer un hombre: «el Príncipe». Con este esquema científico, construyó un programa destinado a dar forma al nuevo Estado moderno que, de paso, sirviera para la unificación italiana.

			No tuvo que ir muy lejos a la hora de buscar un modelo para su teoría política. La Italia de los siglos XIII y XIV estaba en proceso de transformación: las ciudades pasaban de estar controladas por regímenes corporativistas —las «comunas»— a estarlo por regímenes dictatoriales —signorias—, en los que la relación de dominio señor-pueblo era manifiesta. En estos nuevos «Estados urbanos» la filosofía política predominante era muy distinta de la existente en el resto de Europa. En las signorias los Príncipes eran indiferentes a la legitimidad del poder. Efectivamente, se trata de una nueva concepción de la política que se fundamenta no en el principio de legitimidad, sino en la capacidad para adquirir y conservar el poder. Federico II, con su labor realizada en este sentido en el Imperio normando de Sicilia en el siglo XIII, pasaría por ser el espejo donde debía mirarse cualquier príncipe para lograr la racionalización del Estado e introducirlo en la modernidad.

			Maquiavelo fue el encargado de perpetuar teóricamente el nuevo modelo de Estado y del Príncipe rector del mismo. Con él, la política se convierte en un cálculo racional que se mide por los resultados positivos que puedan obtenerse. El Estado es desde estos momentos el poder por el poder, la realidad última, algo que se justifica en sí mismo, desligado totalmente de la moral y de la religión. La fuerza es su fundamento. Ha nacido una nueva moral cuantificable, según la eficacia y el éxito obtenidos en la conducción de la ciudadanía. Esta fuerza se hace necesaria para establecer el orden interior de los Estados, al mismo tiempo que constituye un poder de disuasión para cualquier intento de invasión del exterior. Pero ¿quién puede ser capaz de construir este Estado italiano anhelado por la ciudadanía? Solo un «Príncipe» puede realizarlo. Un Príncipe con suficiente poder económico-militar —capaz de levantar tras de sí auténticos ejércitos nacionales— que haya adquirido una justa fama y que posea la virtù necesaria para vencer y dirigir en el propio provecho de su pueblo a la fortuna o azar que caracteriza al devenir histórico; la virtù, mezcla de energía e inteligencia que solo algunos poseen.

			Su crítica a la nobleza no admite dilaciones ni equívocos. Se trata de un estamento parásito, que no hace otra cosa que evitar las obligaciones sociales y multiplicar las desigualdades en el seno de la República, y esto solamente actuaba en perjuicio del Príncipe. Su concepción social es, pues, antifeudal y burguesa. En cambio, su postura sobre la religión y el clero tiene otro matiz. No se puede ir contra la espiritualidad de un pueblo y sus creencias. Lo que hay que hacer es aprovecharse de la organización jerárquica de la Iglesia y de su ascendencia político-social sobre la masa popular. La religión debe ser un medio de integración social que permita mantener al pueblo en la obediencia del Príncipe. La animadversión que mostró contra el Papado tiene su origen en la labor realizada por la sede romana con el fin de evitar la unidad italiana.

			Liberado el Príncipe de estos poderes, debe proponerse monopolizar la fuerza —ejército nacional— y el Derecho. El Príncipe tiene jurídicamente el poder constituyente (crea el Estado como poder supremo y único), el poder legislador (crea el ordenamiento jurídico del Estado) y el poder director o de gobierno (dirige la política del gobierno del Estado para fortalecerlo, lograr la unidad y triunfar sobre los Estados rivales). Es decir, posee el poder absoluto fundamentado en una razón de Estado que está dirigida a mantener el orden social entre los súbditos y buscar su bienestar material.

			La obra de Maquiavelo ha sido juzgada bajo múltiples ópticas. Desde un principio, en el mismo siglo XVI, Los pensadores —filósofos y teólogos— de la Iglesia romana se opusieron a sus doctrinas y generaron una auténtica literatura antimaquiavelista. Pero ya desde Bacon y Galileo, los investigadores de la ciencia política empezaron a extraer relaciones de la nueva ciencia y la política de Maquiavelo. Su empirismo conectaba con la modernidad científica y mostraba su repulsión por el racionalismo escolástico. Spinoza llegó a considerarlo el paladín de la libertad; Herder y Hegel nos dejaron una visión de él que se correspondía con la imagen de un hombre recto y honrado que estudió la historia de su tiempo y las circunstancias político-sociales que envolvieron la Italia de los siglos XIV y XV. No menos favorable le fue la historiografía romántica e historicista del siglo XIX. Maquiavelo es saludado como el paladín de las nuevas nacionalidades y el hombre que había elevado la Historia a la cumbre de todas las ciencias. Pero se equivocaron al considerarlo como un teorizador de la realidad política italiana del momento. No hay relativismo en su obra, sino universalidad; buscó el descubrimiento de estructuras políticas, no los cambios. Su importancia radica en haber dejado abierta la ventana por donde otros podrían contemplar la nueva perspectiva política. A partir de él la política tuvo que estudiarse como algo autónomo, no dependiente ni de la ética, ni de la moral, ni de la trascendencia divina, situándola en su auténtica dimensión humana y racional.

			Así pues, la figura de Maquiavelo ocupa un lugar central entre los grandes teóricos del Estado moderno. Su pensamiento político parte de dos supuestos fundamentales: por un lado, el realismo político, que le hace distinguir perfectamente entre el deber ser y el ser, configurando la política como una lucha por el poder, con reglas propias distintas de la moral; por otro, su pesimismo antropológico, que se refleja en su famoso apotegma: «La mayoría de los hombres olvida más fácilmente la muerte de su padre que la pérdida de su patrimonio».

			Maquiavelo, introductor del término «Estado» para describir la nueva realidad política, debe ser considerado como el primer estudioso de la ciencia política moderna. Sus tesis sobre la autonomización de la política, que tienen su origen en la teoría de la doble verdad de Averroes, no suponen la negación de toda moralidad, sino simplemente la justificación de que el Estado obra por necesidad. Ahora bien, el propio Maquiavelo no cesará de repetir que el Príncipe ideal es aquel que actúa con el consentimiento de sus súbditos, reconociendo que la moral puede servir para crear legitimidad. A partir de su pensamiento se pueden ir ya perfilando los rasgos del Estado moderno: secularización del poder político, unidad y concentración del poder, absolutismo monárquico como forma de gobierno, legitimidad del poder como atributo de la soberanía.

			Thomas Hobbes (1588-1679) representa la más alta cima de la teorización política del absolutismo laico. Inglés de nacimiento, su obra no se entiende si no se pone en relación con los avatares históricos que le tocó vivir. Conoció el largo proceso bélico y político que enfrentó a los Estuardo, defensores del absolutismo divino, con el Parlamento inglés. Vio el ajusticiamiento del monarca Carlos I. Se desterró voluntariamente en Francia al ver peligrar su existencia. Volvió a Inglaterra en tiempos de la República de Cromwell y conoció la Restauración de los Estuardo en la persona de Carlos II. Para comprender, pues, su obra, se hace necesario conocer este momento histórico y su significado, como también el concepto que tenía del ser humano. En ese sentido, al igual que Maquiavelo, es un pesimista. En su filosofía los resortes que mueven al hombre a obrar son las pasiones desencadenadas en busca de lo que es más útil. Los valores morales y éticos carecen de importancia.

			Pero si todavía queremos precisar más, se hace necesario no olvidar que el autor del Leviatán participa tanto de la primera revolución político-burguesa que tiene lugar en Europa, como de la revolución científica que se desarrolla por la misma época —siglo XVII— y en el mismo suelo. No debe extrañarnos, ya que ambas revoluciones persiguen un mismo fin: cambiar el modelo de sociedad aristocrático-medieval, fundamentado en jerarquías y dogmas de inspiración aristotélico-cristiana, por otro de talante burgués-moderno basado en la práctica racional.

			La dialéctica hobbesiana sobre el Estado se inicia con una oposición a Aristóteles: el ser humano crea el Estado no porque su propia naturaleza social le lleve a esto, sino por una pura exigencia racional, por su temor a caer víctima de sus semejantes. En el Estado natural, el ser humano era una fiera acosada por sus semejantes; una guerra de «todos contra todos», como consecuencia de que cada individuo busca la felicidad que solo puede hallar consiguiendo el poder. Este deseo individual de búsqueda de poder —sensación generada por el movimiento mecanicista que domina en todos los seres— convierte al ser humano en un competidor de los demás: homo homini lupus, dirá Hobbes en frase lapidaria, para justificar el nacimiento de un Estado social que ponga fin a aquel Estado de naturaleza en donde impera el desorden, la injusticia, la inseguridad, la guerra, la muerte, en suma.

			El ser humano, si desea salvarse, debe salir de este Estado natural. Su temor a la muerte y su razón permite que entre los individuos se levante un pacto voluntario, interesado, que concluye en un contrato, a través del cual una voluntad única —radicada en el monarca o en la asamblea— sustituya la voluntad de todos y los represente. Esta voluntad única, unificadora de todas las voluntades, es ajena al contrato. En ningún momento el gobernante se siente obligado por él. Para Hobbes las teorías políticas del Medievo que daban la soberanía al pueblo y el poder al Príncipe son un error. Todo lo que sea compartir la autoridad es disolverla. El soberano es señor absoluto sobre todas las cosas, propiedades incluidas. Los súbditos han enajenado voluntariamente su libertad a cambio de la seguridad de no perecer en la anarquía.

			Hobbes no admite limitación alguna al poder absoluto del soberano. Él hace las leyes, no está sometido a ellas, y obliga a su cumplimiento. Fuera de la ley nada hay justo, y esta ley solo puede elaborarla el Estado o poder soberano. Ni el Derecho divino, ni el natural, ni la tradición o las costumbres pueden interferir. Ni siquiera el Derecho de propiedad. Ahora bien, todo ello no significa una total privación de la libertad. Hobbes advierte que las leyes del Estado no se elaboran para servir de extorsión al súbdito. Aunque las leyes son irrefutables, estas no pueden reglamentar minuciosamente la vida de sus súbditos. En aquellos campos en que la ley no intervenga, la ciudadanía puede actuar con entera libertad.

			El intervencionismo estatal garantizando la igualdad ante la ley y ante los cargos públicos, la instrucción de la ciudadanía, la lucha contra la ociosidad, el proteccionismo a los desamparados, la concesión de las propiedades a los súbditos para lograr su prosperidad y felicidad material… son las funciones, los deberes de este Leviatán. La ciudadanía acude a él porque le es útil a sus fines. Solo en caso de que no procure esa felicidad ciudadana, o que se muestre débil, puede llevar a la ruptura del contrato establecido entre sus súbditos. Estos rompen con el Leviatán, que no cumple con los fines para los que fue creado.

			Este último punto, que aparece al final de su obra, parece una adaptación de su teoría a la situación histórica por la que atravesaba el país. No hacía otra cosa sino justificar el destronamiento de Carlos I y legitimar el acceso al poder de Oliver Cromwell. El absolutismo del autor del Leviatán, insistimos en ello, no intenta mostrar la monarquía como el único poder capaz de garantizar la seguridad ciudadana; el poder es indistinto, lo tenga quien lo tenga; lo que importa es que sea soberano, que represente a un Estado y que no pueda ser discutido por nadie.

			La historiografía actual ve en Hobbes a uno de los teorizadores políticos de la naciente sociedad burguesa. El Leviatán —ese «Dios mortal»— es un artificio necesario en la época que se escribió, ya que el Estado enarbola la espada que asegura el cumplimiento de los actos, la pacífica y domesticada dedicación al trabajo, el seguro y calculable funcionamiento del mercado, clave del bienestar político de la nación. Sus diferencias con Locke, tan acusadas teóricamente, en la práctica proceden de un mismo individualismo, de un utilitarismo semejante y de una misma preocupación por la seguridad y la paz. Son dos filosofías políticas distintas engendradas por una misma clase social —la burguesía— en dos momentos históricos diferentes. Efectivamente, si en la época de Hobbes la clase media debe situarse bajo la protección del poder (Leviatán), en 1688, en los tiempos de Locke, se cree lo suficientemente fuerte como para reivindicarlo.

			C) LA TEORÍA DEL DERECHO DIVINO DE LOS REYES: BODINO, FILMER Y BOSSUET

			Pensadores como Maquiavelo y Hobbes defendieron políticamente la soberanía absoluta, y, aunque es verdad que preferían a un príncipe o monarca para ostentar este poder soberano, no lo es menos que nada tenían que oponer a que recayese en una asamblea o parlamento. Lo importante es que este fuese absoluto. En cambio, los defensores de la teoría del Derecho divino de los reyes no comparten la ambigua posición de Maquiavelo y Hobbes sobre en quién debe recaer la responsabilidad de la soberanía. El monarca o rey, representante de Dios en el mundo, es la cabeza visible de un Estado tan absoluto como él y que no está sometido a ninguna ley de Derecho positivo. Resistir a este monarca y a lo que él legisle es resistir a Dios.

			En este sentido, las teorías absolutistas, sean de uno u otro signo, son las más novedosas con respecto al mundo medieval, que no había conocido formulaciones tan atrevidas. Hay que hacer notar, con todo, que esta teoría no involucró a una determinada religión. Católicos, como Bodino y Bossuet, la defendieron, pero también protestantes, como Barciay, Jacobo I y Filmer. La teoría política del Derecho divino de los reyes es el resultado de la toma de posición del poder para buscar una solución a los nacientes conflictos que se generan en las nuevas nacionalidades con minorías de súbditos que proclaman su defensa de la libertad de conciencia y que de una u otra forma involucran en la disputa a los poderes políticos de la nación. Tanto las monarquías católicas de Francia y España, como las anglicanas o los Estados de los príncipes alemanes, luteranos, no están dispuestas a tolerar injerencias populares en su labor política o religiosa. La elaboración, pues, de esta teoría, potenciada desde la misma monarquía, tiene como finalidad servir de freno, por una parte, a los que basándose en problemas de conciencia religiosa exigían una mayor libertad —monarcómacos, puritanos, hugonotes, etc.— y, por otra, a aquellos que, siguiendo las doctrinas de Maquiavelo, veían con buenos ojos los ataques a los gobiernos absolutos existentes, justificándolos con la mayor fuerza y poderío del agresor.

			La teoría del Derecho divino de los reyes, una de las primeras expresiones históricas del principio monárquico, es la respuesta que dan a la nueva situación económico-social del Renacimiento las fuerzas políticas del mundo medieval, que de una forma u otra desean mantener sus prerrogativas y prebendas. El monarca es el punto de concentración. A él acude la Iglesia, que con la nueva teoría política preserva su influencia en este terreno, al mismo tiempo que obliga al poder soberano a reconocer su dependencia espiritual. También lo hace la nobleza con el fin de acrecentar sus prerrogativas económicas y políticas de origen feudal. Y, por último, la burguesía, que, a la espera de mejores momentos, se siente satisfecha con el dominio, lento pero constante, del mundo financiero y comercial.

			Es con la obra de Juan Bodino (1530-1596), Los seis libros de la República, cuando dicha teoría alcanza una de sus mejores exposiciones. El libro de Bodino fue una consecuencia directa de la confusión que trajeron consigo las guerras civiles y religiosas en una Francia que no había conocido ninguna paz entre los conflictos que surgieron de la disolución de su estructura feudal y el estallido de la nueva forma de rebelión contra el Estado que era la Reforma. Efectivamente, roto el orden político tradicional, montado sobre la base de relaciones de dependencia personal entre señores y vasallos, se sintió la necesidad de conceptualizar jurídicamente la sumisión del súbdito al príncipe. En este proceso, el concepto de soberanía se reveló como el instrumento adecuado para la integración de los poderes feudales y estamentales en una unidad superior, el Estado.

			Para acabar con la crisis de poder en Francia, Bodino levantó toda una teoría política tendente a unificar el poder en manos de un soberano. Un soberano no limitado ni en el terreno político ni en el jurídico, ya que, en el primer caso, recibe la soberanía de Dios y, en el segundo, es el soberano quien, al crear el Derecho positivo, se sitúa por encima de él. Hay, con todo, limitaciones de orden moral —lo que le separa de Maquiavelo—, ya que la ley divina y la ley natural —herencia teológico-escolástica— obligan al soberano a subordinarse a las mismas, con las que no puede estar en contradicción.

			Reconocida la necesidad de un Estado soberano de poder político limitado, Bodino independiza la idea de Estado de la de gobierno, e identifica al primero con el poder soberano y al segundo con el aparato mediante el cual se ejerce dicho poder. Aunque el poder soberano del Estado puede identificarse con la monarquía, la aristocracia o la democracia, él opta por la primera forma de gobierno como la ideal. Lógico, si se tienen en cuenta la situación histórica y el esquema elaborado. Así, el principal atributo de la República —el derecho de soberanía— solo se da y se conserva en la monarquía. En una República solo uno puede ser soberano, ya que nadie por sí solo puede dar ni recibir ley de su igual. La monarquía absoluta es lo mejor para la comunidad. Todo intento de subordinar al soberano a cualquier poder, sea aristocrático o popular, conduce a la anarquía, y cualquier tiranía es mejor que el dominio popular.

			No admite ningún derecho de resistencia al rey, aunque se convierta en tirano. Sin embargo, al final de su obra afloran ciertas contradicciones con referencia a su teoría general, lo que ha dado lugar a múltiples interpretaciones por parte de la investigación actual. Estas contradicciones hacen referencia al reconocimiento de ciertas limitaciones al poder absoluto del monarca, como son: el respeto al Derecho consuetudinario de la comunidad política, al Derecho de propiedad de la ciudadanía y la perpetuación de los cargos judiciales con el fin de conseguir una garantía de independencia con respecto al soberano.

			En la misma línea que el pensamiento político de Bodino está el de otro francés, Bossuet (1627-1704), que en su obra Política sacada de las Sagradas Escrituras pretende justificar el absolutismo de los reyes con la cita de textos bíblicos. La preocupación de Bossuet es la misma que la de Bodino: conseguir la obediencia de los súbditos para someterlos a la autoridad del Príncipe, el cual recibe su poder omnímodo de Dios. Esta autoridad queda revestida de unos caracteres que le confieren credibilidad: su raíz sagrada —proviene de Dios—, su paternalismo —analogía del poder real con el del padre de familia—, su absolutismo —está por encima de la ley— y, por último, su racionalismo.

			A fines del siglo XVI y comienzos del XVII, los reyes de Inglaterra venían actuando política y socialmente de forma despótica y dictatorial. Esta línea de actuación, en un principio, no parece que afectara mucho a los súbditos por lo que al aspecto político se refiere, pero sí, en cambio, lo hizo en la esfera religiosa, ya que un elevado número de ellos exigían una libertad de conciencia para sus espíritus. Los Estuardo tenían muy claro, sin embargo, que su destino estaba íntimamente ligado a la suerte de la Iglesia anglicana, y por ello se prestaron a defenderla. Al fin y al cabo, esta no era sino el principal instrumento de su poder absoluto. Los súbditos puritanos, por su parte, entraron en enfrentamiento directo con el poder del Estado, lo que desembocó en un período de luchas civiles que ocupan gran parte del siglo XVII inglés.

			Los monarcas abrazaron sin demora la teoría del Derecho divino de los reyes, y algunos incluso teorizaron directamente; tal es el caso de Jacobo I, autor de El verdadero derecho de las monarquías libres, que junto con la obra de Robert Filmer El Patriarca y el Convocation book, serie de cánones redactados por las asambleas generales de la Iglesia anglicana, son los libros más destacados de esta literatura política.

			El punto de partida doctrinal es parecido al de Bossuet, pero mucho más radical en su forma y en su fondo: la obediencia que se debe a Dios es de la misma naturaleza que la debida a los padres y a los reyes. El poder real se sitúa, de este modo, en un plano tan absoluto que no le alcanzan ni los juramentos ni las propias leyes que de él dimanan. Solo está sujeto a la ley natural y divina. El Parlamento es un simple órgano consultivo al que acude el rey para el caso de que necesite conocer una situación de forma más precisa. Para estos teóricos, la libertad e igualdad natural de los seres humanos es un mito. La única libertad que existe es la de vivir bajo la protección paternalista del monarca.

			IV. EL SURGIMIENTO Y DESARROLLO DEL ESTADO LIBERAL

			A) NACIMIENTO DEL PENSAMIENTO POLÍTICO LIBERAL: LOCKE, MONTESQUIEU Y ROUSSEAU

			Durante el siglo XV, en el seno de la Iglesia de Roma había surgido la pugna entre el Papa y el Concilio, buscando definir cuál de ambos poderes iba a ser el encargado de dirigir en el futuro los asuntos eclesiásticos. De conseguir triunfar el Concilio, significaba que la Iglesia hubiera dado un paso significativo en la democratización de sus estructuras, aunque estas tuvieran un sentido profundamente oligárquico. Sin embargo, el triunfo final del Papa, que incluso salió fortalecido en su poder, privó a Roma del honor de convertirse en modelo de gobierno democrático para el poder civil.

			Pero aunque no saliera de Roma el ejemplo de una democracia, sí salió de la esfera religiosa la primera forma moderna de democracia que a la larga afectaría al desarrollo social. Una serie de escritores calvinistas se dedicaron a teorizar contra la represión que ejercían ciertos monarcas europeos sobre la libertad de conciencia de la ciudadanía. De este modo, la proclamación de la libertad religiosa se convertirá en el fundamento de todos los derechos individuales. El origen de la polémica está en las persecuciones de que eran objeto las minorías religiosas protestantes —calvinistas, hugonotes— por parte de los monarcas absolutos franceses e ingleses. La masacre de hugonotes realizada en 1572 en la famosa «Noche de San Bartolomé» fue el detonante para el nacimiento de una oposición que se fundamentaba en Calvino y en la imposibilidad del rey absoluto para obligar a sus súbditos a aceptar determinadas creencias religiosas. Si el monarca actuaba de esta forma, la ciudadanía podía considerarle un tirano y deponerle empleando la fuerza si fuese necesario. Los límites establecidos por Calvino para el tiranicidio —solo podía ser depuesto el rey por determinados representantes del pueblo— fueron desbordados. Cualquier persona podía tomar la decisión de acabar con la vida del soberano.

			La Franco Gallia de Hotman y la Vindiciae contra tyrannos de autor anónimo, junto con el De iure belli apud scotos de George Buchanan, fueron las obras de mayor prestigio de esta literatura. El planteamiento general de todas ellas nace con el establecimiento de un doble pacto o contrato. El primero involucra, por una parte, a la comunidad y al gobernante, y, por otra, a Dios. Ambos, comunidad y gobernante, forman la Iglesia, que tiene la obligación de respetar las leyes de Dios. El segundo pacto es político, y de él deviene la formación del Estado: gobernante y pueblo llegan al entendimiento cuando el que posee los resortes gobierna con equidad y, en justa correspondencia, el pueblo tiene la obligación de prestarle obediencia. Pero en caso de que el gobernante no cumpla, puede el pueblo romper el pacto y rebelarse contra el rey que se ha transformado en tirano.

			Las raíces teológicas y medievalistas de la teoría son claras. La necesidad de un doble pacto, que incluye uno de orden espiritual, muestra la falta de interés por relacionar esta posición con principios racionalistas del mundo moderno. Su anclaje en el pasado no ofrece dudas si tenemos en cuenta que se limita el poder del monarca por la autoridad de Dios y del pueblo reunido en comunidad, los cuales se lo entregan para el cumplimiento de ciertos fines, entre ellos el respeto a la libertad de conciencia de los súbditos. Los límites, pues, al poder del soberano tienen raíz medieval y teológica, no moderna.

			El asalto a las teorías del poder absoluto, primera manifestación histórica del principio democrático, aunque iniciadas de forma indirecta por los monarcómacos en el siglo XVI, no adquiere todo su auténtico contenido racionalista y laico hasta que el inglés John Locke, coincidiendo con el destronamiento del último Estuardo en Inglaterra —Jacobo II— tras la llamada «Revolución gloriosa» (1688), hiciera su exposición doctrinal y política, que sirvió para confirmar definitivamente la supremacía del poder parlamentario sobre el absolutismo de los monarcas.

			Estos tiempos marcan el triunfo económico comercial de la burguesía anglosajona en los mercados internacionales, y de la misma manera que proclaman la necesidad de mercados abiertos, sin cortapisas burocráticas, quieren dar forma a un tipo de gobierno que proteja a esta nueva mentalidad exigida por la liberalización comercial.

			John Locke (1632-1704) es quien mejor representa esta naciente etapa de individualismo liberal. Filósofo de primera línea y autor de unos Ensayos sobre el entendimiento humano, es también un notable teorizador político que, al escribir sus Dos tratados sobre el gobierno civil, ha sido considerado padre del liberalismo moderno. De los dos tratados, el primero es menos interesante y, hoy día, apenas mantiene actualidad, ya que en él se dedica casi exclusivamente a rebatir la obra de Filmer. Es en el segundo tratado donde realiza el estudio sobre las ventajas de un sistema liberal de gobierno y explica su funcionamiento.

			La obra de Locke es la antítesis de la de Hobbes. Ambos parten de las

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			B) SUPUESTOS Y CARACTERES DEL ESTADO LIBERAL

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			V. EL ESTADO LIBERAL COMO ESTADO DE DERECHO

			A) CONCEPTUALIZACIÓN

			
			
			
			
			
			
			
			
			B) LAS CARACTERÍSTICAS DEL ESTADO LIBERAL DE DERECHO

			1. El imperio de la ley

			
			
			
			
			
			2. La división de poderes

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			3. Los derechos y libertades

			
			
			
			
			C) LAS RESPUESTAS ANTE LA CRISIS DEL ESTADO LIBERAL
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			2. La reacción marxista al Estado liberal

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			3. La reacción autoritaria al sistema liberal

			
			
			
			
			
			VI. EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO
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			B) LA DICOTOMÍA ESTADO SOCIAL/ESTADO DEMOCRÁTICO

			
			
			
			
			
			
			C) EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA
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			2. Las manifestaciones constitucionales del Estado social y democrático de Derecho

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			D) TRANSFORMACIONES Y CRISIS DEL ESTADO SOCIAL

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			E) LA VIGENCIA EFECTIVA DEL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
		

	OEBPS/image/TC001944_cubierta.jpg
Enrique Alvarez Conde
Rosario Tur Ausina

X

DERECHO
CONSTITUCIONAL

DECIMA PRIMERA EDICION

& 2
S
o [
o o
B e e
Nz

sefgos





OEBPS/image/tecnos_logo.png
4
1ecnos
| O





